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LAS CONFERENCIAS EPISCOPALES Y EL CONCILIO VATICANO 11 
l. EL HECHO 
La existencia de unos factores de orden sociológico, que acentúan 
la interdependencia en la convivencia de los hombres, oblJigan a los 
obispos, hoy más que nunca, a tratar en común muchas cuestiones 
pastorales que sobrepasan los límites de sus propias diócesis. He aquí 
un hecho claro y evidente. Ya el Papa Benedicto XV escribió las si-
guientes palabras en su carta encíclica "Maximum illud", en relación 
con los países de misiones: "Bonus missionis Praefectus, non se intra 
suos fines continet, quasi aliena ducat omnia quae foris fiunt, sed, 
urgente caritate Christi, cuius ad gloriam quidquid intersit, sua mul-
. tum interesse putat. cum collegis finitimis amicitiam et necessitudi-
nem studet habere. Multa enim saepe existunt communia negotia ad 
eamden regionem pertinentia, quae, ut patet, nonnisi communiter, 
expediri non possunt ... " (AAS. 11, 1919, 444). 
A nadie se oculta que ha aumentado extraordinariamente en los 
últimos tiempos, esta realidad sociológica de la interdependencia en-
tre las diócesis. Consecuencia de ello es la existencia de unos proble-
mas comunes a toda una re~ión, a toda una nación y también a todo 
un continente. 
Esta realidad -eminentemente dinámica y V1ital- se encuentra 
en el fondo de la cuestión teológica y jurídica de las Conferencias 
Episcopales. 
Los CONCILIOS PLENARIOS Y PROVINCIALES 
Antes que nada. he aquí la siguiente observación previa: la con-
ciencia de la necesidad de tratar en común las cuestiones pastorales 
que afectan a una misma región no es nueva en la Iglesia. Por esto 
existe, en el derecho canónico, una solución que tiene una historia 
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tan antigua como la misma Iglesia. Se trata de los Concilios plenarios 
y provinciales. La concepción del P. Wernz sobre su naturaleza es clá-
sica y es corriente entre los tratadistas. Los ha descrito como coetus 
seu collegia Praelatorum ad extraordinarium regimen ecclesiasticum, 
creados por el derecho eclesiástico y dotados de una jurisdicción su-
perior a la de cada obispo, otorgada por el Romano Pontífice. Se trata 
por 10 tanto, según el P. Wernz, de un órgano extraordinario de ca-
rácter colegial, sujeto activo de una jurisdicción, que, por ser supe-
rior a la que posee individualmente cada ob~spo, encuentra su fuente 
única en el Romano Pontífice. De esta concepción de los Concilios 
plenarios y provinciales, se deducen claramente las dos consecuencias 
siguientes: a) es necesaria una ley eclesiástica pontificia, para que 
los obispos reunidos puedan gozar de una jurisdicción superior; b) los 
decretos p"omulgados por estos órganos jurisdiccionales están por 
encima de los obispos. Lo primero, si se piensa en el derecho actual-
mente vigente, se encuentra en los cc. 281-292 del C.I.C., los cuales re-
gulan la institución jurídica de los Concilios particulares; 10 segundo 
está claramente indicado en el § 2 del c. 291: "Decreta Concilii plenarii 
et provincialis promulgata obligant in suo cuiusque territorio uni-
verso, nec Ordinarii locorum ab iisdem dispensare possunt, nisi in ca-
sibus particularibus et iusta de causa". 
La legislación canónica urgió muchas veces la celebración de los 
Cóncilios plenarios y proVlinciales, sobre todo en los tiempos moder-
nos. Por ejemplo, el Concilio Tridentino quiso que éstos últimos fue-
ran celebrados cada tres años y muchos obispos franceses pidieron, 
en el Concilio Vaticano I, ut innovetur et executioni mandetur decre-
tumConcilii Tridentini, quo praecipitur ut provincialia Concilia sin-
gulis trienniis celebrentur, quod tamen ad singula quinquennia redu-
ci possent. A pesar de la mitigación en el tiempo de la celebración de 
tales Concilios. el motivo de la petición de los obispos franceses hay 
que buscarla, no sólo en la necesidad de disponer de unos órganos ju-
risdiccionales adecuados, sino en la razón última de la salus anima-
rum: en realidad, eran motivos pastorales los que urgían una coordi-
nación de la actuación jerárquica. Hay todavía otro aspecto que es 
preciso subrayar: aunque tales Concilios sean verdaderos órganos 
legislativos, ejercen también una verdadera función pastoral, si se es-
tudia con atención el objeto de sus mismas disposiciones. Por ejem-
plo, en el Concilio provincial de Malinas, celebrado en el año 1920, 17 
páginas de sus constituciones tratan de materias doctrinales; 51 de 
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cuestiones morales; 42, de la disciplina eclesiástica y 35 de asuntos 
relativos a la pastoral y a la liturgia. 
Dicho en otras palabras: aunque los Concilios particulares sean 
verdaderos órganos jurisdiccionales, no todas sus disposiciones tienen 
la misma naturaleza jurídica y llevan consigo la misma obligatorie-
dad. Esta observación, por otra parte, es común a todo el campo del 
derecho: el que goza de potestad legislativa puede usar de ella, en una 
forma plena y en una forma menos plena. Se trata de una observa-
ción que los autores acostumbran a hacer también a propósito del Có-
digo de Derecho Canónico. 
La necesidad, por lo tanto, de una actuación colectiva de los obis-
pos, en el plano pastoral, explica la existencia de los Concilios parti-
culares. plenarios y provinciales. 
Los CONCILIOS NACIONAI,ES 
La importancia que los Concilios naciona¡es han tenido en la his-
tOI\ia de la Iglesia obliga a prestarles la atención que indudablemen-
te merecen. Su celebración fue frecuente durante la Edad Media en 
España, Francia, Alemania e Inglaterra. Durante el cisma de Occi-
dente, disminuida la autoridad del Romano Pontífice, aumentó la in-
gerencia de la autoridad civil, en orden a convocarlos con miras cla-
ramente políticas. De aquí nacieron las doctrinas del Conciliarismo 
y del Galicanismo, que fueron condenados por Inocencio XI,Ale-
jandro VIII, Pío VI y Pío IX. Hay que subrayar, entre otros, los si-
guientes errores defendidos por tales teorías: afirmaban que los Con-
cilios nacionales gozaban de irrefragabili iudicio por su inerrantia in 
fidei et morum quaestionibus; que las iglesias nacionales eran ab auc-
toritate Romani Pontificis subductas planeque divisas y,por 10 tan-
to, que las definiciones de los Concilios nacionales nullam aliam ad-
mittebant disputationem. 
Nadie puede subestimar el gran peligro que suponían estas doctri-
nas para la unidad de la Iglesia. Esto explica que, en el 17 de mayo 
de 1849, Pío IX negara el permiso a los obispos de Alemania para ce-
lebrar un Concilio nacional, y que la misma respuesta denegatoria 
fuera dada a los obispos franceses, cuando éstos querían celebrar un 
Concilium plenarium totius gentis gallicanae. Por esto, modernamen-
te desapareció de la Iglesia la celebración de los Concilios nacionales, 
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que ni tan solamente aparecen mencionados en el Código de Derecho 
Canónico. No obstante. otra cosa hay que decir de los Concilios · ple-
narios, por lo que respecta al siglo XIX. En efecto, tres fueron cele-
brados en Baltimore (a. 1852, 1866 Y 1884), uno en Irlanda (a. 1875), 
dos en Australia (a. 1885 y 1895) Y uno en Roma para la América La-
tina, convocado por el Papa León XIII (a. 1899). Esto explica el voto 
de los obispos franceses, elevado al Concilio Vaticano 1, en el cual se 
quiere conjugar una ortodoxia doctrinal absoluta --completamente 
alejada de cualquier sospecha de conciliarismo- con la necesidad 
apreniiante de una coordinación pastoral jerárquica. La fórmula ju-
rídica de fondo era siempre la misma: el Concilio particular C(Y11U) ór-
gano legislativo de carácter colegial. "Cum multa sint, sive ad defen-
sionem, sive ad profectum et incrementum rei christianae spectantia, 
quae, propter identitatem morum, legum, ingenii statusque omnis 
tum religiosi tum politici, ¡in eadem gente sunt communia, ideoque 
nonnisi communibus consiliis et conatibus prudenter tractari et effi-
caciter agi possunt; valde interesse videretur ut cuiusque gentis Epi-
scopi interdum in Conciliis plenariis congregarentur ad deliberandum 
et statuendum de iis, quae ad communem gentis utilitatem pertine-
rento Hoc vera ut ordinate semper fieret, ut sine ullo catholicae unita-
tis periculo, habendae essent aliquae regulae a iure positae, quarum 
subsidio et conveniens libertas huiusmodi conventibus relinqueretur 
et debita erga Romanum Pontificem dependentia constanter et fide-
liter servaretur". La suspensión del Concilio Vaticano I hizo que esta 
petición no llegara a cristalizar en disposición alguna. 
En realidad, el ius conditum -actualmente vigente en el Código 
de Derecho canónico- ofrece a los obispos, como único medio de su 
acción colegial en el plano supradiocesano, la celebración de Conci-
lios, provinciales o plenarios. Pero el hecho es que no parecen respon-
der a la dinámica de nuestros tiempos. En efecto, los Concilios nacio-
nales han caído en desuso; para la celebración de los plenarios no se 
establece tiempo alguno (c. 281) y para los provinciales se urge que se 
hagan cada veinte años. Ahora bien, la experiencia enseña que hoy 
estos Concilios no se celebran; en cambio, el hecho sociológico de la 
interdependencia de las diócesis es cada vez más apremiante. Por ello, 
desde el punto de vista pastoral, ocurre la siguiente pregunta: ante 
la necesidad de que los obispos traten conjuntamente las cuestiones 
que en realidad les son comunes, ¿es realmente suficiente la fórmula 
jurídica de los Concilios particulares? 
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APARICIÓN DE LAS CONFERENCIAS EPISCOPALES 
El siglo XIX fue el que vio la aparición de una nueva institución 
jurídica: la de las reuniones de los obispos, para deliberar y tomar 
decisiones, al margen de los Concilios. En nuestro Código de Dere-
cho canónico sólo se las menciona en el plano provincial con una ti-
midez extraordinaria. En efecto, el c. 292 prescribe que los obispos se 
reúnan con su metropolitano, al menos cada cinco años, "ut collatis 
consiliis videant quaenam in dioecesibus agenda sint ut bonum reli-
gionis promoveatur, eaque praeparent de quibus in futuro Concilio 
provinciali erit agendum". Se trata, por 10 tanto, de unas reuniones 
que no constituyen ningún árgano colegial y que no cuehtan con una 
base constitucional de carácter público. Sus fines son muy limitados: 
deliberar en común y ver qué medidas se pueden adoptar para promo-
ver el bien de la religión en las diócesis y ventilar los asuntos del f(u-
turo Concilio provincial. La finalidad pastoral de estas reuniones epis-
copales es muy clara; pero 10 es también que los obispos están presen-
tes con un mero sentido de yuxtaposición. En otras palabras, está 
ausente todo sentido de órgano corporativo, el cual queda reservado 
exclusivamente por el derecho para los Concilios particulares. 
Iguales fueron las características de las Conferencias episcopales 
nacionales, que, aunque nacidas en pleno siglo XIX y recomendadas 
por los Romanos Pontífices, no fueron incorporadas al Código de De-
recho canónico. En realidad, el peligro del conciliarismo no había de-
saparecidotodavía a principios de nuestro siglo XX. PÍo IX aprobó la 
iniciatdva de los obispos de Baviera habendi quotannis inter vos con-
gressus. Lo mismo hizo León XIII. Por ejemplo, éste recomendó a los 
obispos.de Italia que se reunieran cada año por regiones; a los de Aus-
tria y Portugal les invitó a que se congregaran también anualmente; 
a los del Brasil les dijo que 10 hicieran con la frecuenClÍa que les per-
mitieran sus quehaceres pastorales; y con idénticas recomendaciones 
escribió a lbs obispos de España y de Hungría. El mismo camino si-
guieron también los Papas S. Pío X, Benedicto XV y Pío XI. 
No obstante, estas Conferencias ostentaron siempre la caracterís-
tica dE' constituir unas reuniones de índole pastoral, cuyas decisiones 
e instrucClÍones carecían de fuerza jurídica. Ilustra esta concepción la 
Instrucción "Qua constet firmius" de 22 de julio de 1898, en la cual 
se describe ampliamente el objeto de las deliberaciones de las Confe- · 
rencias episcopales nacionales: "Res ad deliberandum hae maxime 
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congressuris proponantur: -christiana populd. eruditio, atque insti-
tutio iuventutis;-fidelium gregis suis pastoribus coniunctio arctior 
et adhaesio; - Seminariorum cultus et incrementa; - catholicae stu-
diorum universitatis erectio; - catechismus ab episcopis nove confi-
ciendus et coniunctim edendus; - Ecclesiae iuI'lium et bonorum tui-
tio; - Summi Pontificis strenua auctoritatis et libertatis vindicatio; 
- ephemeI'lidum aliarumque vulgatarum curatio scriptionum; - ma-
trimonii christiani religio et sanctitudo; - moniaHum et cleri utrius-
que disciplina provehenda; - laicorum sodaLitia ad pietatem et cari-
tatem fovenda utiliora; - inviolata festorum custodia; - romanae 
liturgiae urgenda aequalitas; -lustrationis dioecesanae, synodorum-
qúe, iuxta TridenUnas leges, instauratio; - conditionis opificum, 
agricolarum, emigrantium sollicitudo; - socialis, quam nominant, et 
popularis causae studium; - miLitum cultura religiosa; - petriana 
stipes; - sacris ítem missionibus, servitudinis extinctioni, conferen-
da subsidia; - communda scripta vel acta, ad utilitates rei cum sa-
crae tum civilis, unanimi pastorum consilio edenda; alia demum id 
generis negotia, quibus rite expediendis, non modo proflicuam verum 
etiam necessariam esse agendi et sentiendi concordiam omnino com-
pertum est omnibus". 
La realidad, hoy, es muy clara: en casi todas las naciones del mun-
do eXlisten las Conferencias episcopales nacionales, constituídas con 
autorización de la Santa Sede. Pero les falta una ley constitucional 
positiva que les dé la fisonomía jurídica conveniente, dentro del cau-
ce del derecho común. El Concilio Vaticano II, tan lleno de sentido 
pastoral, es el llamado a sentar unas bases, que signifiquen la inser-
ción en el Derecho canónico de una de las figuras jurídicas más in-
teresantes. surgidas en los tiempos modernos. 
Pero la dificultad en este orden, no es poca y toda ella se centra 
en un punto fundamental: ¿cuál es la naturaleza de las Conferencias 
Episcopales y, por lo tanto, cuál es la fuerza obligatoria de sus deci-
siones? 
II. LA DOCTRINA 
CONSIDERACIONES PREVIAS 
. En el voto elevado por los obispos franceses al Concilio VaUcano 1 
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se hacía notar la conveniencia de que los obispos se reunieran ad de-
Ziberandum et statuendum. En efecto, la necesidad pastoral surgida 
de la interdependencia entre las diócesis pide y exige esta doble fun-
ción: que los obispos deliberen en común y que decreten. Porque no 
vale ni es suficiente lo uno sin lo otro. De esta forma se obtiene aque-
lla maior regiminis similitudo, de que hablaba Pío XII en 2 de no-
viembre de 1954, tratando precisamente de las Conferencias episco-
pales. Y es muy claro que esta similitudo no puede obtenerse sin una 
deliberación que desemboque en una decisión, la cual, a su vez, debe 
apuntar a realizaciones concretas y precisas. 
Pero debe ser evitado un doble peligro, que fue expresamente men-
cionado por el voto del episcopado francés: que se evite todo peligro 
de cisma -sine ullo catholicae unitatis periculo- y que esté asegu-
rada la debida sujeción al Romano Pontífice -debita erga Romanum 
Pontificem dependentia-. Ambas condiciones están eX1igidas por la 
misma naturaleza de la Iglesia. 
Por otra parte, es cierto que todo órgano debe adaptarse, lo más 
perfectamente posible, a la función que motiva su existencia. La in-
terdependencia entre las diócesis hoyes innegable; el carácter común 
de muchos y graves problemas pastorales es indiscutible, tanto en el 
orden disciplinar como en el orden apostólico; la necesidad de una 
unidad y de una cierta uniformidad en el modo de actuar, en no po-
cas cuestiones, parece que no puede discutirse. Ya Pío XII se refería. 
en la ocasión citada, a la "christifidelium admiratio, qui saepe non 
intelligunt cur in alia diocesi res hoc modo se habeant, in alia autem, 
quae fortasse proxima ei adiacet, dissimili modo, quin etiam inter-
dum prorsus contrario" (AAS. 46. 1954, 675). 
Es necesario constatar todavía otro hecho. La disciplina eclesiás-
tica -que en el fondo significa la observancia de las normas estable-
cidas por la ley- sólo es un medio destinado a salvaguardar las rela-
ciones sociales entre los hombres en el seno de la Iglesia, para que el 
ministerio de la Palabra y la celebración de la Liturgia puedan sant.i -
ficar realmente a los que creen en Cristo. Ahora bien, la Iglesia se en-
cuentra constantemente ante la dinámica de unos hechos en la vida 
humana, que cambian con extraordinaI'lia fluidez. En efecto, ante la 
paganización creciente del mundo, la evangelización cobra una actua-
lidad cada vez más acuciante. La necesidad de injertar la savia del 
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cristianismo en las venas de la civHización moderna -según imagen 
acertadísima de Juan XXIII- exige la posesión de unos medios, de 
unos servicios y de unas instituciones, que muchas veces desbordan 
las posibilidades de una diócesis y que han de adaptarse a las necesi-
dades concretas de una región o de una nación entera. 
Ahora bien, ante estas realidades sociológicas y pastorales tan acu-
ciantes, surge espontáneamente la pregunta: ¿es suficiente una reu-
nión meramente privada de los obispos de una misma proVlincia o de 
una misma nación en la forma como se ha venido haciendo hasta hoy, 
de acuerdo con la historia de las Conferencias Episcopales? Si el fin 
de éstas es el bien público del pueblo cristiano, dadas las circunstan-
cias actuales, ¿basta el carácter de mera deliberación y discusión, que 
sólo desemboca en iniciativas, sugerencias o consejos? 
Otra observación complementaria: si se examinan atentamente 
los documentos de León XIII, relativos a las conferencias Episcopa-
les se nota inmediatamente que los fines señalados a ellas fundamen-
talmente coinciden con los que el Código de Derecho canónico men-
ciona para los Concilios provinciales. En efecto, dice el c. 290 sobre 
éstos últimos: "Patres ... studiose inquirant ac decernant quae ad fi-
dei incrementum, ad moderandos mores, ad corrigendos abusus, ad 
controversias componendas, ad unam eamdemque disciplinam ser-
vandam vel inducendam, opportuna fore pro cuiusque territorio vi-
deantur". Y he aquí lo que recordaba la Sagrada Congregación Con-
sistorial, en su decreto de 22 de marzo de 1919, sobre las Conferencias 
Episcopales: a ellas les toca "appianare e rdsolvere con mutuo consi-
gUo le difficolta che incontrano nel governo delle rispettive diocesi, 
per promuovere in tutto la regolarita e la uniformita della ecclesia-
stica disciplina e per emettere, ove le circostanze lo richiedessero, atti 
collettivi di qualsiasi genere" (AAS. 11, 1919, 177). 
El fin, por lo tanto, de las Conferencias Episcopales, según los do-
cumentos pontificios, consiste en conseguir que exista summa CCYn-
sensio et consociatio virium entre los obispos de una misma nación, 
con el fin de que vires ad unum certumque finemeodem tramite i11r' 
tendant. 
De aquí surge la importancia de la cuestión fundamental de la na-
turaleza de las Conferencias Episcopales. 
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LA DISCUSIÓN DEL AULA CONCILIAR 
El esquema conciltiar De pastorali Episcoporum munere in Eccle-
sia es el que trata, en su capítulo III, de las Conferencias Episcopales. 
En realidad, el Concilio Ecuménico Vaticano II no podía soslayar esta 
cuestión, ya que eran muchos los obispos que habían pedido que fue-
ra tratada expresamente. La primera redacción del esquema fue pre-
sentada a la II sesión conciliar bajo el título "De Episcapis ac de dio-
cesium regimine". Uno de los resultados de la discusión de los Padres 
fue el de una fusión de este esquema con otro complementario suyo, 
que llevaba el título De cura animarum. Hoy, después de una amplia 
revisión del texto, el esquema De pastorali Episcoporum munere in 
Ecclesia espera la votación definitiva en la próxima IV sesión con-
. ciliar *. 
La discusión sobre el tema de las Conferencias Episcopales tuvo 
lugar a partir de la 60 Congregación general. Unos treinta y dos Pa-
dres trataron de esta cuestión en el Aula conoiliar y expresarol1- públi-
ca su opinión, según 10 atestiguan los comunicados de Prensa del 
Concilio. Es inútil advertir, no obstante, que, cuando sean publicadas 
las actas conciliares, seguramente podrá comprobarse que fueron mu-
chos más los Padres que enviaron su voto por escrito. 
Un atento examen de cuanto se dijo en el Aula pone de manifdesto 
que no escapó a los Padres el problema de fondo de la naturaleza de 
las Conferencias Episcopales. La unidad de la Iglesia, la doctrina de 
la colegialidad, la potestad de derecho divino de que goza el obispo en 
su propia diócesis, la necesidad de una vinculación entre los obispos 
de un mismo territorio en su labor pastoral, fueron otros tantos pun-
tos de vista que, expuestos en las intervenciones orales del Aula con-
ciliar, explican la diversidad de opiniones de los Padres. La insistencia 
sobre uno u otro de aquellos aspectos de la cuestión equivalió a sus-
tentar una opinión u otra. 
No fueron pocos los que se fijaron en la necesidad de una actua-
ción colegial de los obispos, impuesta por las circunstancias de los 
tiempos modernos. Mons. GARRONE, arzobispo de Toulouse, calificó 
de vital para la Iglesia aquella actuación colegial. Y otro prelado fran-
* (N. de la R.) El documento a que alude el autor fue promulgado en la Sesión 
pública del Concilio Vaticano II celebrada el día 28 de octubre de 1965. 
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cés, Mons. MARTY, dijo que era necesario prever reuniones periódicas 
de los obispos, tanto en el plano provincial, como"en el plano nacional. 
Pero, no bastaba constatar este hecho. Era necesario responder a 
otra pregunta: en el fondo, ¿qué significa la actuación colegial de los 
obispos, cuando están reunidos en las Conferencias Episcopales? El 
jurista necesita una mayor precisión doctrinal, con el fin de medir 
las consecuencias de una institución, que se presenta ante el Conci-
lio con carácter de novedad. En otros términos, la,s Conferencias Epis-
copales ¿pueden y deben obligar jurídicamente a cada uno de los 
obispos? Una tal obligatoriedad ¿está eXiigida por el bien común pas-
toral de los fieles? O bien, ¿basta una simple recomendación, para lle-
gar, si ello fuere necesario, a una obLigación moral? Hay que confesar 
que muchos Padres expusieron su opinión de manera muy diversa. 
El Cardenal MAc INTYRE, de los Estados Unidos de Norteamérica, 
se mostró muy claro a este respecto en dos intervenciones suyas: se-
ría contra la Unidad de la Iglesia -afirmó- contra la Curia Roma-
na y contra el mismo Romano Pontífice atribUJir a las Conferencias 
Episcopales una autoridad jurídica. Los Cardenales SPELLMAN y ME-
YER se manifestaron de forma parecida: cada Obispo ha de ser ldbre, 
aunque deba actuar en coordinación con los otros; es necesario dejar 
a los Concilios plenarios la facultad de crear obligaciones jurídicas, 
porque, de lo contrario, las Conferencias Episcopales serían superio-
res a los Concilios plenarios. El Cardenal RUFFINI se mantuvo en la 
misma línea: hay que distingudr entre la utilidad y la autoridadJ de; 
las Conferencias Episcopales. A fin de evitar graves riesgos, tal auto-
ridad debe ser muy bien precisada, en el caso de que a aquéllas les sean 
atribuidos poderes muy amplios. Por ejemplo, si se les otorgara la 
potestad de legislar, podrían eXiÍstir leyes discordantes y contradicto-
rias en lugares vecinos y así desaparecería la jurisdicción universel 
del Romano Pontífice. El Cardenal LANDÁZURI arguyó en el mismo 
sentido: el gobierno diocesano es monárquico y se crearía un cuerpo 
intermedio entre el Papa y cada obispo. 
Los Cardenales GRACIAS y SIRI, coincidiendo en el fondo con la 
misma opinión, matizaron un poco más sus afirmaciones: aceptaron 
la necesidad de atribuir una obligación moral a las decisiones de las 
Conferencias Episcopales. Ella es necesaria, porque está evddentemen-
te exigida por el bien común. 
Otros Padres, en cambio, pensaron que la obligación moral no 
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bastaba y que era necesario, por lo menos en algunos casos, atribuir 
a las Conferencias Episcopales la posibilidad de dar valor jurídico a 
sus determinaciones. ¿Cuándo? El Cardenal KOENIG afirmó que había 
que dejar a las Conferencias que ellas mismas decidieran, en cada ca-
so, si querían imponer o no una obligación jurídica y legal o bien so-
lamente una obligación moral. El Cardenal RI'l'TER, al contrario, pen-
só con otros Padres que había que dejar los casos de obligación jurí-
dica a la determinación positiva de la Santa Sede. El Cardenal FRINGS, 
después de advertir que lo que más cuenta en el problema de las Con-
ferencias Episcopales no es su estatuto jurídico, sino "el espíritu de 
libertad, el compromiso voluntario y la caridad fraterna", advirtió 
que los obispos sólo deben estar obligados a aceptar las decisiones de 
la Conferencia cuando se trata de las relaciones con la autoridad civil 
y de aquellas otras cuestiones, cuya competencia sea atribuída a las 
Conferencias Episcopales, ya por el derecho común ya por la Santa 
Sede. 
Pero hay que poner muy de relieve las advertencias de dos Padres 
orientales: Mons. AMADOUNI, exarca de los armenios en Francia,y 
Mons. ZOGHBY, vicario patriarcal de los melquitas en Egipto. Ambos 
observaron que en Oriente las Conferencias Episcopales existen bajo 
otra forma: la de los sínodos patmarcales, los cuales gozan de juris-
dicción sobre cada obispo. Esta observación importantísima no puede 
ser infravalorada. 
En realidad, la cuestión de la obligatoriedad de las decisiones de 
las Conferencias Episcopales tiene un aspecto insoslayable. En el 
fondo, está latente otra cuestión más difícil. Es la siguiente: ¿puede 
afirmarse que las Conferencias Episcopales son una forma del ejer-
cicio de la colegüzlidad episcopal? Después de la discusión de la Cons-
titución dogmática sobre la Iglesia, es muy natural que algunos Pa-
dres expusieran su parecer a este respecto. 
Mons. VEUILLOT refirió la carta del Cardenal DOPFNER, que, como 
miembro de la Comisión de Coordinación del Concilio, escribió a la 
Comisión conciliar correspondiente: en ella pidió que constara clara-
mente en el esquema que las Conferencias Episcopales se fundan 
sobre el principio teOlógico de la colegialidad episcopal. Lo mismo so-
licitó en el Aula conciliar el Cardenal RICHAUD, seguido de otrosPa-
dres, como Mons. DEVITT y Mons. DAMMERT. En sentido contrario, se 
mostró ante todo el Cardenal ALFRINK. Este, distinguiendo entre el co-
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legio episcopal y las Conferencias Episcopales, afirmó que éstas no 
representan la colegialidad específica o teológica, porque ella sólo 
tiene lugar en la totalidad del colegio episcopal con el Romano Pon-
tífice. Mons. CARLI siguió el mismo camino, por razones teológicas, 
históricas y jurídicas. Añadió además que, de lo contrario, no se sal-
varía la monarquía del derecho diocesano y que los documentos pon-
tificios sobre las Conferencias Episcopales jamás han hablado de la 
colegialidad. 
Este fue el resultado de la discusión, dada a conocer a la prensa 
mundial. No será inútil citar, a este respecto, las agudas observacio-
nes de dos obispos franceses. El primero fue Mons. GUERRY. El funda-
mento teológico de las Conferencias Episcopales -dijo-- hay que 
buscarlo en el principio de la comunión: antes de la ley escrita, se 
dmponen las exigencias de la caridad y del servicio y la ayuda a las 
iglesias; la cuestión debe colocarse, por 10 tanto, no sobre la interpre-
tación jurídica de la colegialidad sino sobre la comunión. Por su par-
te, Mons. ANCEL advirtió que el fundamento pró:lOimo de la colegiali-
dad se halla en las necesidades de la misión episcopal, que son las ne-
cesidades colectivas de ayudar al prójimo; ahora bien, las reglas ca-
nónicas pueden ayudar a determinar la cuestión del fundamento ju-
rídico de las Conferencias Episcopales, pero no debe olvidarse que la 
misión es mucho más amplia, porque tiene horizontes más dilatados. 
Ante estas opiniones relativas a nuestro tema, expuestas en el Aula 
conciliar, ¿qué hay que decir? Aunque en la próxima IV Sesión va a 
ser promulgado el esquema De pastorali Episcoporum munere in Eccle-
sia, no será inútil reflexionar sobre las cuestiones que plan,tea el tema 
de las Conferencias Episcopales. 
LAS CONFERENCIAS EPISCOPALES y LA DOCTRINA 
DE LA COLEGIALIDAD 
En la actualidad la bibliografía sobre las Conferencias Episcopales 
no es abundante: los teólogos son los que más han escrito a este res-
pecto. Sin pretensiones de exhaustividad, he aquí la opind.ón de algu-
nos autores. 
Uno es el P. HAMER. Su doctrina es la siguiente: las Conferencias 
Episcopales constituyen claramente una de las posibles formas con· 
cretas de la colegialidad; no solamente constituyen un dispositdvo 
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práctico, sino también una expresión posible y una manifestación 
apropiada de la. solidaridad del cuerpo episcopal. El ilustre dominico 
aclara su pensamiento con una comparación: así como existe un or-
den subjetivo de la caridad. que tiene su origen en la proximidad de 
los seres creados. así también se da un orden en la colegialidad epis-
copal. Por esto, puede afirmarse que la solicitud por la Iglesia uni-
versal sería vana. si se realizara a expensas de la solicitud por las 
iglesias particulares más vecinas, que condicionan la realidad de 
nuestra existencia concreta. 
El P. RATZINGER y el P. FRANZEN siguen el mismo camino. En efec-
to, según el primero, las Conferencias Episcopales son una de las po-
sibles formas concretas de la cOlegialidad, la cual encuentra en ellas 
realizaciones parciales, que, a su vez, hacen referencia al conjunto de 
la Iglesia universal. A la opinión contraria, según la cual la palabra 
colegio sólo se aplica a todo el episcopado universal cuando actúa uni-
do, responde RATZINGER, que el concepto de colegialidad entraña, jun':' 
to al ministerio :le unificación :}ue :!orresponde 11 Romano Po:1-t:iti-
ce, un elemento múltiple y variable en cada caso concreto, que per-
tenece a la esttuctura fundamental de la Iglesia, pero que puede tra-
ducirse en actividad práctica, mediante diversos caminos. 
También el P. KARL RAHNER se ha mostrado partidario de la mis-
ma orientación. Las Conferencias Episcopales, según el conocido teó-
logo, son de derecho humano; pero constituyen una configu-
ración posible de un elemento esencial en la Iglesia. En efecto, la plu-
ralidad de las iglesias particulares pertenece a la misma naturale-
za de la Iglesia y las partes más grandes de ésta -representadas jurí-
dicamente por los patriarcados, las provincias o las Conferencias Epis-
copales- son una concreción, realizada por el derecho humano posi-
tivo, de algo esencial en la Iglesia. Pero el P. Rahner va más allá: afir-
ma que, por .todo ello, las Conferendas Episcopales deben gozar de 
autoridad soberana para tomar decisiones propias y autónomas que, 
sin perjudicar la potestad del Romano Pontífice, no necesiten la apro-
bación de éste. 
Es inútil advertir que, frente a estas posturas, se encuentran to-
dos cuantos se opusieron, antes de la promulgación de la Constitu-
ción dogmática Lumen gentium a la doctrina teológica de la colegia-
lidad. Por otra parte, no son pocos los que, aún después de publicada 
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solemnemente aquella Constitución, sostienen la postura negativa. 
Es muy posible que la controversia siga todavía en los próximos años. 
La cuestión es delicada. Para entrar en ella, quizá pueda seguir-
se el camino de una reflexión gradual. La primera, de carácter teoló-
, gico, podría ser la siguiente: es muy difícil negar que las Conferen.-
cias Episcopales son un ejercicio de la colegialidad, en el sentido de 
la comunión de los obispos en una misma misión apostólica. En otras 
palabras, el fundamento último. en virtud del cual un obispo mani-
fiesta su solicitud por el bien espiritual de los fiieles que se hallan más 
allá de las fronteras de su iglesia particular, es el de la colegialidad 
episcopal. En efecto, el Concilio ha hecho la siguiente solemne afir.:. 
mamón: "El cuidado de anunciar el Evangelio en todo el mundo per-
tenece al cuerpo de los pastores, porque a todos ellos en común dio 
Cristo el mandato iInponiéndoles una obligación común ... Por tanto, 
cada uno ,de los obispos, en cuanto se 10 permite el desempeño de su 
propio oficio, debe colaborar con los demás y con el sucesor de Pedro, 
a quien particularmente le ha sido encomendada la obligación de pro-
pagar el nombre de Cristo". Estas palabras son de la Constitución 
dogmática sobre la Iglesia. (n. 23). 
Del texto citado, se deduce claramente la existencia de' una mi-
sión común, en los obispos con el Romano Pontífice, la cual exige una 
colaboración mutua entre ellos. Por lo tanto, es completamente cier-
to que la misión, en virtud del derecho diV1ino (prescindiendo ahora 
de la manera de ejercerla), sobrepasa los límites de la iglesia dioce-
sana. Esto equivale a decir que en cada obispo, como consecuencia de 
la doctrina de la colegialidad episcopal, existe un derecho y un deber 
relativo al bien de las iglesias con las cuales se dan los vínculos de 
una preocupación pastoral común. Limitar, por lo tanto, la misión 
común del obispo a la sola Iglesia universal, considerada en su to-
talidad, sería empobrecer la inmensa riqueza teológica de la doctri-
na de la colegialidad episcopal. 
Una segunda reflexión, también de carácter teológico, es comple-
mentaria de la antemor. Es la siguiente: en virtud de la comunión, 
que se halla en la misma base de la doctrina de la cOlegialidad, las 
Conferencias Episcopales están sujetas al Romano Pontífice. "El tér-
mino colegio -afirma la nota aclaratoria del capítulo lIT de la Cons-
titución dogmática sobre la Iglesia- comprende siempre y de forma 
necesaria a su propia cabeza, la cual conserva en el seno del colegio 
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íntegramente su función de Vicario de Cristo y Pastor de la Iglesia 
universal". Por esto, la comunión de las Conferencias Episcopales con 
el Papa es esencial a su misma naturaleza; por la sencilla 'razón de 
que es necesaria al mismo concepto cte la colegialidad episcopal. Por 
otra parte, l¡:¡. misión de colaborar en el bien de la Iglesia, lleva consi-
go esencialmente, el deber de hacerlo "con el sucesor de Pedro", se-
gún las palabras de la Constitución antes citadas. 
Estas dos reflexiones -que apuntan al fundamento teológic() de 
las Conferencias Episcopales- fácilmente podrían encontra'r argu-
mentos válidos en los sínodos de la Iglesia primitiva. En efecto, LE-
CUYER ha observado que en el siglo V la palabra collegium, en "'ela-
ción con los obispos, aparece también con un sentido particular, jun-
to a un sentido universal. Yel P. SEUMOIS cita un texto de San Gre-
gario el Grande, en el cual éste se queja de la negLigencia de los sacer-
dotes e vicino -que no eran otros que los obispos de Francia- en or-
den a la evangelización de Inglaterra, la cual deseaba ardientemente 
la predicación de la Palabra de Dios. 
Una tercera reflexión -ésta ya de carácter jurídico- tiene que 
seguir a las anteriores en el camino de la linvestigación de la natura-
leza de las Conferencias Episcopales. Siendo éstas una institución 
eclesiástica, corresponde al derecho determinar cómo los principios 
teológicos fundamentales de la colegialidad y de la comunión con el 
Romano Pontífice se conjugan prácticamente. Ahora bien, la razón 
pastoral que justifica la existencia de las Conferencias Episcopales 
-según lo dicho antes- exige que éstas constituyan no un órgano 
meramente privado, sino una institución de derecho público con la 
potestad correspondiente, en virtud de la cual los obispos, pensando 
en el bien de los fieles, puedan dictar de común acuerdo aquellas nor-
mas que juzguen más oportunas para las diócesis que les están enco-
mendadas. Por otra parte. la comunión con el Romano Pontífice debe 
quedar claramente manifestada, principalmente mediante el reco-
nocimiento y la regulación de la institución: un reconocimiento 
y una regulación que el derecho ha de matizar en sus diversos aspec-
tos. Una de las maneras -y no es la única- consiste en la aproba-
ción final de los acuerdos adoptados por la Conferencia. Lo importan-
te y lo imprescindible es esto: el principio de la comunión con el Ro-
mano Pontífice debe quedar asegurado en orden al bien común de la 
unidad de la Iglesia. 
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¿Hay que ir más adelante, en el sentido de afirmar que las Con-
ferencias Episcopales constituyen por sí mismas, en virtud del dere-
cho divino, una participación en el poder jurisdiccional del Romano 
Pontífice en el gobierno central de la Iglesia? Esto hay que negarlo 
rotundamente. Por esto la afirmación del P. RAHNER, en el sentido 
de que las Conferencias Episcopales han de gozar de potestad sobera-
na debe ser entendida rectamente y debe ser cuidadosamente mati-
zada. Si ello significara que es conveniente que, de una forma . u 
otra, el derecho dote a las Conferencias Episcopales de una potestad 
jurídica, la afirmación es correcta; pero si se quisiera afirmar -y 
ello está muy lejos de la mente del P. RAHNER- que, por derecho di-
vino, las Conferencias Episcopales son sujeto de autoridad en la Igle-
sia en virtud de la colegialidad episcopal, la aflirmación sería inacep-
table. En efecto, la Constitución dogmática Lumen gentium no nos 
autoriza a ir más allá de lo que se contiene en la siguiente afirmación: 
"el orden de los obispos (todos los d~a Iglesia universal) que sucede . 
en el magisterio y régimen pastoral al colegio apostólico y en quien 
perdura continuamente el colegio apostólico, junto con su Cabeza el 
Romano Pontífice y nunca sin esta cabeza, es también sujeto de la 
suprema y plena potestad sobre la universal Iglesia" (n. 22). 
Es preciso, por lo tanto, constatar que el camino doctrinal sobre 
la naturaleza de las Conferencias Episcopales parece que debería ser 
el siguiente: constituídas por ley eclesiástica como institución cor-
porativa de derecho público en la Iglesia, deben su existencia a un 
acto jurisdiccional de la autoridad suprema, y encuentran su funda-
mento último en el principio teológico de la colegialidad episcopal. 
Sin embargo, queda todavía otro aspecto por examinar. En efecto, 
ante las Conferencias Episcopales, el derecho va a encontrarse con 
una nueva institución eclesial que, en sus líneas fundamentales -aun-
que no exhaustivas- será estructurada por el Concdlio Vaticano n, 
en su decreto pendiente de aprobación, De pastorali Episcoporum mu-
nere in Ecclesia. Los juristas podrán preguntarse: la potestad con 
que actúan, deciden y determinan los obispos reunidos en Conferen-
cia Episcopal, ¿es una simple delegación de la potestad soberana del 
Romano Pontífice? O bien ¿se trata de una potestad que radicalmen-
te se encuentra en el obispo como consecuencia de su consagración y 
su consiguiente inserción en el colegio episcopal y es regulada y or-
denada por el derecho? Las dos posiciones han sido defendidas últi-
mamente. Mons. GUERRY, propugnando la primera, ha escrito que si 
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las Conferencias Episcopales están un día dotadas de una cierta auto-
ridad jurídica para la aplicación de las decisiones comunes en casos 
determinados, esta autoridad no será más que una participación en 
la autoridad suprema del Papa: estará justific~da por el bien común. 
En cambio, otro autor, FRANZEN, partiendo de una concepción ecle-
siológica diferente, ha sostenido que la autoridad de los' Obispos en 
las Conferencias Episcopales hay que buscarla en su pertenencia al 
colegio episcopal y que corresponde al derecho defindr las formas con-
cretas que permitan ejercer colegialmente la misión universal de los 
obispos. En su consecuencia, según opinión del mismo autor, la par-
ticipación de los obispos en la Conferencia Episcopal no es más que 
una forma del ejercicio normal de su autoridad; por otra parte, co-
rresponde al Romano Pontífice, en virtud del Primado, el derecho de 
limitar el campo de actuación de las Conferencias Episcopales, en la 
medida que la unidad de la Iglesia lo exija. 
Quizá no sea temerario afirmar que parece más acertada la opi-
nión. de FRANZEN, ya que está más de acuerdo con las nuevas perspec-
tivas, abiertas a la teología y al derecho por el capítulo III de la Cons-
tituoión dogmática sobre la Iglesia. En efecto, la doctrina de la cole-
gialidad episcopal, complementaria de la del Primado del Romano 
Pontífice -definida en el Concilio Vaticano 1- permite tener una 
visión mucho más completa de la estructura jerárquica de la Iglesia, 
tal como Cristo la fundó. Y es completamente cierto que ambas ver-
dades -Primado Romano y colegialidad episcopal- están bien conju-
gadas y completamente salvadas en la segunda opinión. 
No obstante, antes de llegar a una afirmación rotunda y defini-
tiva, habrá que realJizartodavía otras investigaciones. Quizá el cami-
no a s~guir esté en los antiguos Concilios particulares. El teÓlogo y el 
jurista no pueden olvidar que nuestra legislación actual se apoya en 
una concepción eclesiológica que ha sido superada por el Concildo. 
En efecto, las fuentes que exhibe el Código de Derecho canónico en 
relación con el capítulo De Conciliis plenariis et provincialibus del 
libro lI, no son muy abundantes y deben ser completadas por otras: 
habrá que buscarlas tanto en el campo del derecho como en el de la 
liturgia, tanto en la Iglesia latina como en la Iglesia oriental. Y sobre 
todo habrá que recurrir a la Iglesia primitiva, mucho más conocida 
hoy que en los tiempos de Graciano. Sólo así se podrá establecer una 
doctrina coherente, que proporcione a la ciencia jurídica una base 
sólida e inalterable, para sus conclusiones doctrinales. 
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IlI. LAS ACTIVIDADES 
Intimamente relacionado con la cuestión anterior, es el tema de 
las actividades de las Conferencias Episcopales. En realidad esto es 
lo que más preocupó a los Padres Conciliares, durante la discusión 
en el Aula del esquema De pastorali Episcoporum munere in Ecclesia. 
Tales actividades pueden ser múltiples. En el orden del magisterio, 
las circunstancias políticas y sociales de un país o de una región acon-
sejan muchas veces la promulgación colectiva o la apLicación unifor-
me, en casos concretos, de los p-rincipios doctrinales que sustenta la 
Iglesia. En el orden disciplinar, cada día es más exigida una manera 
de obrar concorde y adaptada a unas formas de vida que son muchas 
veces sensiblemente iguales en diversas regiones, a pesar de los lími-
tes que separan las iglesias particulares entre sí. En el orden pasto-
ral, las líneas de actuación y la creación de movimientos de apostola-
do, instituciones y obras de ámbito nacional o regional es apremian-
te y muchas veces urgente. 
Pero aquí surge inmediatamente el problema jurídico: ¿cuál debe 
ser la fuerza y la obligatoriedad de las decisiones tomadas por las Con-
ferencias Episcopales, en relación con sus miembros que son los obis-
pos? Si se afirma que tienen solamente un valor de consejo, ¿no pue-
de convertirse en inoperante la misma institución? Si se defiende una 
verdade~a obligación jurídica, ¿no existe el peligro de dañar el dere-
cho divino, que se halla en la misma base de la potestad del obispo en 
su propia diócesis? 
Una distinción y una matización de las maneras como puede rea-
lizarse la actividad de las Conferencias Episcopales puede aclarar 
mucho la cuestión. Si se trata de una declaración en el orden magis-
terial --en lo cual insistió de un modo peculiar Mons. GUERRY en el 
Aula conciliar-- es muy claro que la doctrina promulgada por la Con-
ferenciaEpiscopal, para onientación de todos los fieles, goza de una 
solemnidad y autOridad peculiares. Pero sería del todo equivocado 
extender más allá esta afirmación: pretender, por ejemplo, que tal 
declaración constituye un irrefragabile iUdicium, por disfrutar la 
Conferencia de una inerrantia in fide et morum quaestionibus. Esto 
fue ya condenado définJitivamente, al reprobar la Iglesia las proposi-
ciones del Sínodo de Pistoia. 
En el orden de la coordinación pastoral, las conclusiones de las Con-
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ferencias Episcopales pueden revestir un doble carácter: pueden ser 
una simple recomendación o pueden constituir una verdadera deci-
sión. En el primer caso, no existe verdadera obligación para los obis-
pos, miembros de la Conferencia. La misma naturaleza de la reco-
mendación da lugar, a lo sumo, a una equidad o a una conveniencia; 
pero no, a un deber de conciencia. 
Una decisión, en cambio, ya es otra cosa. Es decir, si los obispos, 
reuIllidos colegialmente, se comprometen a obrar de una misma ma-
nera en un punto determinado, la existencia de una obligación en 
conciencia es clara. En efecto, el fundamento de la obligación se en-
cuentra en el fin, es decir la acción común de la Jerarquía exigida por 
el bien común; por otra cada obispo es miembro de la Conferencia y 
esto d~termina la especie de aquella obligación. Ahora bien, si el fin 
de la necesidad de una actuación concorde requiere una verdadera de-
cisión de la Conferencia, cada obispo -por ser miembro del órgano 
colegial- tiene la obligación ética de sujetarse a ella. En el fondo, se 
trata de una obligación de fidelidad, que deriva del compromiso im-
plícito que tiene cada miembro y del pacto tácito existente en la reu-
nión de la misma Conferencia. 
¿Hay que concluir de aquí que un obispo no puede obrar en su dió-
cesis de diversa manera de como ha sido decidido en la Conferencia? 
Evidentemente que no. Una decisión de la Conferencia, en el sentido 
expldcado, no suprime la potestad de sus miembros: sólo regula y li-
mita su uso. Por lo tanto, cuando existan verdaderas razones objeti-
vas que lo justifiquen, un obispo puede válida y lícitamente actuar 
diversamente -y hasta en contra- de las decisiones de' la Conferen-
cia Episcopal. 
Dando un paso más adelante, puede preguntarse todavía si las 
Conferencias Episcopales deben gozar de potestad legislativa y, por 
ello mismo, si han de poder dictar leyes o preceptos, que den lugar a 
obligaciones de carácter jurídico. A pesar de las opiniones len contra 
manüestadas en el Aula conciliar, la respuesta hoy ha de ser positi-
va. La Constitucdón conciliar sobre la Sagrada Liturgia y los docu-
mentos pontüicios complementarios lo demuestran palpablemente. 
En efecto, la Constitución sobre la Sagrada Liturgia establece en 
el arto 22 § 2 que, "en virtud del poder concedido por el derecho, la re-
glamentación de las cuestiones litúrgicas corresponde también, den-
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tro de los. límites establecidos, a las diversas competentes asambleas 
territoriales de obispos legítimamente establecidas". Esta fórmula 
-ambigua en su redaccicón y susceptible de aplicaciones diversas-
fue precisada por el Motu Proprio de Paulo VI de fecha 25 de enero 
de 1964. Efectivamente, en el arto X se establece que la palabra terri-
torial ha de entenderse "de ámbito nacional por ahora": la limitación 
del sujeto de auto,::,idad a las Conferencias nacionales es evidente. Pe-
ro la Instrucción "Inter Oecumenici", de 26 de septiembre del mismo 
año, extendió la misma facultad de decidir a las Conferencias consti-
tuídas internacionalmente (art. 23). Ahora bien, que las Conferencias 
Episcopales nacionales o internacionales, en materia litúrgica pue-
den dictar preceptos jurisdiccionales es cosa evidente: lo dice muy 
claro el arto 28 de la Instrucción al establecer · que, "para que los de-
cretos tengan fuerza de ley, se requieren los dos tercios de votos se .. 
cretas" . 
Entonces es muy claro que, cuando la Conferencia Episcopal dic-
ta una ley o promulga un decreto, actúa como si fuera un Concilio 
particular, plenario o provincial. En realidad, la solemnidad externa 
y litúrgica -que es acostumbrada en los Cohcilios- no puede añadir 
ninguna fuerza jurídica a la voluntad, suficientemente manifestada 
y promulgada, del órgano corporativo. De los obispos reunidos en la 
Conferencia depende, por lo tanto, que -sin traspasar las normas 
constitucionales que le dan vida- sus decisiones revistan la natura-
leza de ley o decreto. con una verdadera fuerza jurídica obligante pa-
ra todos aquellos para quienes se promulga. A la ley constitucional 
de las Conferencias Episcopales toca señalar los límites, que dejen 
salvaguardada la autoridad de derecho divino, que es propria de los 
obispos en sus diócesis. y es de esperar que tanto el decreto del Con-
cilio -que vaa ser promulgado en la IV Sesión- como el futuro Có-
digo de Derecho canónico señalen estas limitaciones, que, por otra 
parte, son necesarias. 
Al llegar aquí parece ev·idente la siguiente conclusión: nos halla-
mos ante una nueva evolución en el campo del derecho, en el sentido 
de que los antiguos Concilios particulares van a verse suplantados por 
las Conferencias Episcopales. Evoluciones y cambios de esta clase 
son normales en el terreno jurídico. En el fondo se puede afirmar que 
los antiguos Concilios particulares, perdiendo sus aspectos formales, 
irán adoptando una forma más ágil, más práctica y también más com-
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pleja: la de las Conferencias Episcopales. Estas significarán un valio-
sísimo medio pastoral para la Iglesia. Por otra parte, están destina-
das -aunque a primera vista parezca lo contrario-- a enriquecer la 
vinculación de los obispos con el Romano Pontífice, a intensificar las 
relaciones entre los obispos y las organizaciones de religiosos y de se-
glares. Es de esperar que, alIado de las Conferencias Episcopales, se 
constituyan otros órganos de relación entre ellas y las instituciones 
de carácter nacional o internacional, que cada vez van a tener más 
importancia en la Iglesia. 
A los teólogos y a los jur'¡stas les toca profundizar en la doctrina 
de la colegialidad episcopal, para estructurar un conjunto doctrinal, 
rico y sólido. Pero debe cumplirse una condición imprescindible: que 
ninguno de ellos vaya sólo, porque el teólogo y el jurista deberán ha-
cer el camino juntos, en la época postconoiliar, dado que el Concilio 
Ecuménico Vaticano II abre unas perspectivas insospechadas para la 
teología y para el derecho. 
t NARCISO JUBANY 
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